STJSL-S.J. – S.D. Nº   027/15.-

---En la Ciudad de San Luis, a los treinta y un días de marzo de dos mil quince, se reúnen en Audiencia Pública los Sres. Ministros OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URÍA, LILIA ANA NOVILLO y HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ - Ausente en este acto el Dr. FLORENCIO DAMIAN RUBIO, por encontrarse en uso de Licencia - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “RAYNICH  LIDIA  y RIVAROLA CLAUDIA  ALEJANDRA c/ HOSPITAL PRIVADO DE LA VILLA  y/o MARIA TERESA ARTEAGA - DEMANDA LABORAL  s/ RECURSO DE CASACION”. IURIX Nº 137941/5.- 

Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, LILIA ANA NOVILLO, OMAR ESTEBAN URÍA  y  HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ.-
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en la sentencia recurrida alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del C.P.C. y C.?

III) Caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse de la ley en el caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas? 

A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA  Dijo: Según informe de la Actuaria de fs. 467 (rectificado a fs. 476, en fecha 6/6/14), con fecha 25/05/14, el apoderado de la codemandada Hospital Privado de la Villa S.R.L. interpone Recurso de Casación mediante escrito ingresado al sistema IURIX, fundando el mismo a fs. 472/475, contra la Sentencia Definitiva Nº 26/14 de fecha 15/05/2014, dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil Comercial Minas y Laboral N° 2 de la Segunda Circunscripción Judicial, obrante a fs. 460/465, que resuelve confirmar en todas sus partes la Sentencia Definitiva de Primera Instancia Nº 102 de fs. 359/373 de fecha 28/07/10, imponiendo las costas, de ambas instancias, en un 80% a la demandada y en un 20% a la parte actora. 

Analizadas las constancias de autos (fs. 469/470, 475 y 476), se observa que el presente recurso ha sido interpuesto y fundado en término, ataca una sentencia definitiva, y el recurrente ha abonado el correspondiente depósito judicial y la tasa de justicia (fs. 471 vta. y fs. 481/482 y vta. - cfr. art. 290 del CPC y C).  

En consecuencia, debe considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a) del art. 301 del código de rito, que el recurso articulado deviene formalmente procedente. 

Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.
Los Señores Ministros Dres., LILIA ANA NOVILLO, OMAR ESTEBAN URÍA y HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y  votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA  Dijo: 1) Luego de realizar un resumen de los antecedentes de la causa, el apoderado de la codemandada expresa que, la sentencia objeto del recurso, mediante una errónea interpretación de dispositivos expresos de la Ley de Contrato de Trabajo, determinó la presencia del instituto de la solidaridad, previsto en el art. 30 de dicha legislación, trasladando toda potencial responsabilidad remuneratoria e indemnizatoria también hacia su poderdante, todo lo cual tipifica el pleno encuadramiento con lo prescripto por el inc. b) del art. 287 del CPC y C, lo que sustenta la plena viabilidad formal del recurso en estudio.
Manifiesta que en la sentencia casada, a través de un marcado desacierto en la aplicación del derecho correspondiente, se confirma la existencia de responsabilidad solidaria del Hospital Privado de la Villa S.R.L., respecto de los reclamos laborales de las actoras, con cita al art. 30 de la LCT, sosteniendo que el servicio de cocina de la Sra. María Arteaga, es una cesión parcial del establecimiento, vinculado a un servicio interno, correspondiente a una actividad coadyuvante a la realización de su actividad normal propia, en manifiesta desnaturalización y descontextualización del texto expreso normativo.      
Alega que la Cámara sentenciante, enrolada, en la mal denominada, tesis amplia acerca de los alcances de este art. 30 de la LCT; introduce la figura del servicio interno y de la actividad coadyuvante, excediendo sus incumbencias propias, para inmiscuirse en el ámbito de las potestades legislativas que le son ajenas, ya que de ningún modo, este dispositivo contempla esta construcción intelectual, sino que el real alcance que el legislador le ha otorgado a este instituto, se encuentra específicamente circunscripto a que la cesión, contratación o subcontratación, sea atinente a la actividad normal y especifica, propia del establecimiento.  
Alega que de tal manera, no existe la posibilidad de tergiversar la matriz legal de este dispositivo, por cuanto la recta interpretación es que la actividad principal, normal y específica propia, se trata del propio objeto social, al que se dedica la empresa, que en el caso del H.P.V. está circunscripto a la atención, instalación y explotación médico asistencial, con especialización en todas las ramas de la medicina, internación de pacientes, consultorios externos e internos, intervenciones quirúrgicas, curaciones, terapia intermedia e intensiva etc., por lo que, por más voluntarismo que se propugne, la actividad de servicio de catering o de comida, sea interno como externo, tal como el desarrollado por la Sra. María Teresa Arteaga, es incuestionablemente accesoria, y por lo tanto, ajena a cualquier presupuesto de solidaridad responsabilizatoria. 
Cita doctrina y jurisprudencia que se tiene por reproducida y formula reserva de recursos extraordinarios. 
2) Corrido el traslado de ley por decreto, de fecha 06/06/14 de fs. 477, el mismo no es contestado, por lo que a fs. 483 en fecha 26/08/14 se elevan los autos a este Superior Tribunal de Justicia. 
3) Que a fs. 486/487 y vta., obra el dictamen del Sr. Procurador General de la Provincia, quien se expide por el rechazo del Recurso de Casación, por los fundamentos que expone, al que remitimos brevitatis causae. 
A fs. 488 con fecha 25/11/14, se llaman autos para dictar sentencia, providencia que se encuentra firme y consentida. 
4) Que a los efectos del análisis de esta segunda cuestión y en relación a lo sostenido por el recurrente, en armonía con lo prescripto por el art. 301 inc. a y b) del Código de rito, debe dilucidarse en este estadio procesal, si en la resolución recurrida existen algunas de las causales previstas en el art. 287 de la citada ley, como así también, si el escrito de fundamentación se basta a si mismo, surgiendo con claridad alguna de las circunstancias señaladas en la norma, caso contrario el recurso deducido no podrá prosperar.  
Cuando el art. 287 del C.P.C. y C. impone que el recurso deberá encuadrarse en alguna de las causales que enumera, significa que en el escrito de interposición debe hacerse alusión a cual de las causales previstas se refiere, como condición necesaria, para que pueda entrarse al tratamiento de la irregularidad que se pretende subsanar. 
Ello es así porque la interposición del Recurso de Casación, y los fundamentos que contenga, fijan la propia competencia del Superior Tribunal, por lo que si no se ha fundado debidamente, no habrá recurso deducido. 
Sentado lo anterior, y de conformidad con el dictamen del Sr. Procurador General de fs. 486/487 y vta., cuyos fundamentos hago míos, considero que el recurso de casación debe rechazarse, con costas y con la consiguiente pérdida del depósito.  
Estimo que la interpretación que la Excma. Cámara de Apelaciones ha realizado del art. 30 de la LCT es correcta, atento que la labor que realizaban las actoras en la cocina del sanatorio, contribuye y es coadyuvante a los fines propios de la empresa codemandada, cual es la atención y explotación médico asistencial, y ésta no es posible de realización, sin la actividad que se lleva a cabo en la cocina del sanatorio;  por lo que corresponde extender la responsabilidad a la empresa principal, en virtud de lo establecido en el citado articulo, en su 2º párrafo. 
Ello en virtud de la existencia de una unidad técnica de ejecución, entre la empresa codemandada y su contratista Sra. María Teresa Arteaga, que comprende no sólo la actividad principal sino también las accesorias, para lograr los fines de la empresa. 
Respecto de la responsabilidad que la sentencia le atribuye en el marco de lo dispuesto por el art. 30 de la LCT, la recurrente discrepa con el criterio establecido en el fallo, e insiste en que en el marco del artículo citado, el servicio de catering o de comida, sea interno como externo, constituye una actividad accesoria y ajena al presupuesto de responsabilidad solidaria. Considero que no le asiste razón, reiterando que las tareas desempeñadas por las actoras, en la cocina del sanatorio, se correspondían, en cierta medida, con la actividad normal y específica propia del mismo, por lo que propongo se confirme la sentencia que la responsabiliza solidariamente. 
Asimismo, la valoración de las pruebas efectuada por la Excma. Cámara (sobre todo la prueba testimonial, atento que las actoras no se encontraban debidamente registradas), así como la aplicación de la doctrina de las cargas probatorias dinámicas, se ha efectuado de acuerdo a las reglas de la sana crítica racional, por lo que la motivación fáctica de la sentencia no puede ser cuestionada por esta vía recursiva.     
Al respecto se ha sostenido que: 
“Un establecimiento hospitalario que cuenta con pacientes internados debe suministrarles una alimentación adecuada a los requerimientos de la salud de cada uno de ellos, según las directivas impartidas por los responsables de aquél, por lo que en este sentido el servicio gastronómico “integral” que prestaba la codemandada en el sanatorio en cuestión no puede escindirse de su actividad final toda vez que resulta indispensable para los pacientes allí internados. En consecuencia deben aplicarse las disposiciones derivadas de la responsabilidad del art. 30 LCT.” (Cfr. CNAT Sala I Expte. N°15.806/03 Sent. Def. Nº 82.888 del 29/7/2005 “Filetti, Alfredo y otros c/ Strudel S.A. y otros s/ despido” - Vilela - Puppo). En el mismo sentido, (Sala VI Expte N° 25.927/03 Sent. Def. Nº 59.522 del 26/4/2007 “Martínez Garabetian, Marina c/ Natural Food IESA y otros s/despido” (Fernández Madrid - Fera). www.pjn.gov.ar/Publicaciones/00007/0007654,  acceso 03/02/15). 
“La Asociación Hospital Francés celebró, a través de un contrato marco, con el grupo Bapro SA y Provincia Seguros de Salud SA, un proceso de integración en la explotación conjunta de un sistema de medicina prepaga. Mediante ello delegó, acordó, y distribuyó varias de las funciones e instancias más importantes para el proceso de cumplimiento del fin para el cual fue creada, es decir, la prestación del servicio de salud. De esta forma, resulta aplicable al caso lo normado en el art. 30 LCT, no obstando lo expresado por la CSJN in re “Rodríguez, Juan c/ Cía Embotelladora Argentina SA” (15/4/93), porque no es admisible la fragmentación artificial del proceso de comercialización ni la pretensión de que el que ha programado esta organización en su beneficio se desligue sin más de toda responsabilidad. Entonces, toda vez que las funciones cumplidas por los actores en el comedor del Hogar Francés han sido esenciales para que una firma afectada a la prestación de servicios médicos pueda girar en plaza, debe concluirse que todas las codemandadas responden solidariamente en los términos de la norma ya citada.” (Cfr. CNAT Sala VII Expte. N° 2890/07 Sent Def. Nº 41.643 del 26/3/2009 « Fariello, Blanca y otros c/ Asociación Francesa Filantrópica y de Beneficencia y otros s/ despido” (Rodríguez Brunengo - Ferreirós) www.pjn.gov.ar/Publicaciones/00007/0007654, acceso 03/02/15). 
Este Alto Cuerpo ha sostenido en fallo reciente que: 
“Que en efecto, la solidaridad regulada en el art. 30 de la citada ley, queda sujeta a que se compruebe la contratación de trabajos o servicios correspondientes a la actividad normal y específica propia del establecimiento. Que en el caso, quedó debidamente comprobada que la actividad que desarrollaba la actora, recepcionista para el hotel, era propia y se encontraba vinculada al giro normal de las empresas. Que, el principal objetivo de la solidaridad no es otro que evitar el fraude y proteger el crédito laboral, ante la alternancia de empleadores con continuidad comercial y laboral, que puede traducirse en el desconocimiento de los derechos adquiridos por los trabajadores, lo que no puede ser convalidado, en resguardo de las garantías constitucionales que protegen al más débil de la relación; más aun, en el caso de la actora, cuyo vínculo laboral no se encontraba  registrado (Cfr. art.  14 bis CN, 59  in fine C. Provincial, 9, 11 y c.c.  de la LCT).”  (Cfr. GIANI  ROMINA CELESTE  c/ JT HOTEL CASABLANCA S.A. y OTROS  s/ LABORAL - RECURSO DE CASACION”  IURIX Nº 223216/11., STJSL-S.J. – S.D. Nº  165/14, de fecha 19/12/14). 
En definitiva, la recurrente no ha logrado demostrar la errónea interpretación de la norma contenida en el art. 30 de la Ley de Contrato de Trabajo, en la sentencia impugnada. 
Se ha dicho que, “en la casación se debe expresar clara y concretamente cual es el error “in iudicando” que se le imputa, con el agregado de que se ha de citar, de igual manera la ley inaplicable, aplicable o infringida, expresando en qué consiste su infracción o inaplicabilidad, ya que es insuficiente el recurso en el que no se exprese en qué concepto existe inaplicabilidad de la ley que se impugna; o en el que se omita precisar en qué sentido se habría aplicado erróneamente la ley que se invoca”. (Cfr. Manuel Ibáñez Frocham – Tratado de los Recursos en el Proceso Civil – Doctrina, Jurisprudencia y Legislación comparada – Ed. La Ley -  pág. 324).
También se ha sostenido que, asumir facultades de los tribunales de mérito, es crear un tercera instancia ordinaria. No puede pretenderse que por el Recurso de Casación, se llegue a este punto con el fin de reditar la justicia material de los Tribunales de grado, sino “el restablecimiento del imperio de la ley, y lleva por consiguiente una función pública con prescindencia de los intereses de las partes” (Cfr. STJSL, “Romero Roque Daniel-Recurso de Casación”, STJSL-S.J. Nº 32/05 de fecha 29/11/05). 
Debe subrayarse que, la finalidad de carácter general que reviste el Recurso de Casación, es conseguir la uniformidad de la jurisprudencia, y la finalidad específica es la de obtener la nulidad de una sentencia, que por errónea aplicación o interpretación de la norma legal sustantiva, en el caso concreto, fijado en sentencia definitiva por el Tribunal de mérito.
Ello nos lleva a sostener que:  “... está excluido del control de la Corte de casación el ejercicio de los poderes discrecionales del juez de mérito, siempre que sean ejercidas dentro de los límites de la autorización legal” (Cfr. DE LA RUA FERNANDO – RECURSO DE CASACIÓN, p. 312).
Por ello, advirtiendo el incumplimiento por parte del recurrente, de los recaudos exigidos a los fines de la fundamentación de la casación, y en concordancia con lo dictaminado por el Sr. Procurador General, a fs. 486/487 y vta., corresponde rechazar el mismo. 
Los Señores Ministros Dres., LILIA ANA NOVILLO, OMAR ESTEBAN URÍA y HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y  votan en igual sentido a  estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA Dijo: Que, en consecuencia corresponde rechazar el Recurso de Casación articulado, con la consiguiente pérdida del depósito efectuado. (art. 290 C.P.C. y C.).- ASI LO VOTO.-

Los Señores Ministros Dres., LILIA ANA NOVILLO, OMAR ESTEBAN URÍA y HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y  votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-

A LA QUINTA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA Dijo: Costas al recurrente vencido.- ASI LO VOTO.-
Los Señores Ministros Dres., LILIA ANA NOVILLO, OMAR ESTEBAN URÍA y HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y  votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, marzo treinta y uno de dos mil quince.-
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el Recurso de Casación articulado, con la consiguiente pérdida del depósito efectuado. (art. 290 C.P.C. y C.)
II) Costas al recurrente vencido.-

REGISTRESE y NOTIFIQUESE.-
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URÍA, LILIA ANA NOVILLO  y  HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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